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FORM for NGOs and other relevant stakeholders submitting a written contribution
Please note that the written contribution is formatted and issued, unedited, in the language(s) received from the submitting organization (it should be submitted in one of the official UN languages).
In order for your contribution to be published on the OEIWG web page prior to the session, the deadline for submission is 30 September 2016. All submissions are final. 
Please fill out this FORM and CHECKLIST to submit your written contribution and send it to the address indicated below. Your information goes after each arrow.
1.
Please indicate the contact information for the representative submitting the written contribution (i.e. name, mobile, email) here: [image: image1.png]


 Melik ÖZDEN (0797288058, contact@cetim.ch) Lúcia ORTIZ, +55 48 99150071, lucia@foei.org)
2. (a)  If this is an individual contribution, please indicate here your organization's name (kindly state in brackets whether your organization has ECOSOC consultative status (i.e. General, Special, or Roster). [image: image2.png]



or,
2. (b)  If this is a joint contribution including ECOSOC NGO(s), list here the co-sponsoring ECOSOC NGO(s) as they appear in the ECOSOC database and their status (in brackets): Group all General NGOs first, group the Special second, group the Roster third. [image: image3.png]


Centro Europa – Tercer Mundo (CETIM), organización no gubernamental reconocida como entidad consultiva generale, Friends of the Earth International, organización no gubernamental reconocida como entidad consultiva Roster
3.
Indicate here any non-ECOSOC NGO(s) supporting the joint contribution (they will appear as a footnote to the title – unless it is a joint contribution from non-ECOSOC stakeholders only): [image: image4.png]



4.
Indicate the TITLE for the written contribution (in original language) here: [image: image5.png]


 Tema 3: El Tribunal Internacional para el control de las Empresas Transnacionales (ETNs)
Please make sure that: 
· The written contribution is in MS WORD document format (Font Times New Roman 10; no bold; no underline; no italics). 
· Please use the Spell/grammar check on your text. (Go to Tools, Spelling & Grammar)
· Different language versions of one statement should be sent in the same email, but using a separate form for each.
· Email the document to: igwg-tncs@ohchr.org
PLEASE PASTE THE FINAL TEXT BELOW:[image: image6.png]



La Campaña Global para Desmantelar el Poder de las Transnacionales y Poner fin a la Impunidad (Campaña Global) facilitó la elaboración de seis presentaciones escritas para consideración de la Segunda Sesión del “Grupo de Trabajo Intergubernamental sobre Empresas Transnacionales y otras empresas en relación a los derechos humanos” que tiene lugar en Ginebra entre los días 24 y 28 de octubre de 2016. Son parte de la contribución de la Campaña Global al mandato del Grupo de Trabajo para desarrollar un “instrumento internacional legalmente vinculante sobre Empresas Transnacionales (ETNs) y otras empresas en relación a los Derechos Humanos”. Expresan su diversidad y la convicción de que un instrumento legalmente vinculante es esencial para dos dimensiones del trabajo de la Campaña: poner fin a la impunidad de las ETNs y contestar su poder sistémico que ha causado impactos inéditos en la vida diaria de las comunidades afectadas.
1. Contexto
Ademas de la falta de normas internacionales vinculantes sobre las actividades de las ETNs, un elemento central para poder poner fin a las violaciones de derechos humanos cometidas por estas empresas es la ausencia de mecanismos internacionales de control y aplicación. Ante esta situación, la Campaña Mundial propone de establecer un Tribunal Internacional sobre Empresas Transnacionales y Derechos Humanos, que complemente los mecanismos universales, regionales y nacionales, garantice que las personas y comunidades afectadas tengan acceso a una instancia judicial internacional independiente para la obtención de justicia por violaciones de los derechos civiles, políticos, sociales, económicos, culturales y medioambientales.
Esta instancia estaría encargada de aceptar, investigar y juzgar las denuncias interpuestas contra las ETN, las Instituciones Internacionales Económico-Financieras y también los Estados, en caso de mancamiento de sus obligaciones, por violaciones de derechos humanos. Esto permitiría también reconocer la responsabilidad civil y penal de estas empresas para los crímenes económicos, industriales y ecológicos internacionales.
Este tribunal Internacional dispondría de una organización y funcionamiento autónomo y totalmente independiente respecto a los órganos ejecutivos de las Naciones Unidas y de los respectivos Estados. Sus sentencias y sanciones serian ejecutivas y de obligado cumplimiento.
2. Importancia y papel del Tribunal
La creación del Tribunal es una cuestión central en la elaboración del Tratado sobre ETNs y derechos humanos. De hecho, es notorio que las normas aplicables al control de las obligaciones de las ETN en el ámbito internacional son solamente códigos de conducta voluntarios, con justiciabilidad inefectiva.
Sin embargo, las normas internacionales en materia de comercio e inversiones protegen los intereses de las ETN con normas exigibles y justiciables. Podemos constatar la existencia de una fuerte asimetría entre los derechos y las obligaciones de las ETNs en materia de derechos humanos.
En el actual contexto histórico, los pueblos y los movimientos sociales reclaman que el nuevo Tratado para el control de las ETNs contenga normas de obligado cumplimiento – plena exigibilidad – y que por tanto supere las normas de soft law o derecho blando. No obstante, esta premisa resultaría insuficiente si no se acompaña de un Tribunal Internacional que transforme las normas exigibles en plenamente justiciables. El Tratado debería recoger la tutela completa de los intereses de las comunidades y de las personas afectadas por las prácticas de estas empresas. Finalmente, debería igualmente incorporar la plena reparación a las víctimas y el castigo de las ETNs y sus dirigentes.
3. Justificación y argumentario
El Tratado debería quebrar la asimetría existente entre los tribunales arbitrales comerciales que protegen los derechos de las ETN en el ámbito internacional y la ausencia de instrumentos que controlen sus obligaciones en el mismo ámbito.
Los tribunales internacionales de arbitraje tienen una función fundamental en la arquitectura jurídica de la impunidad. Estos dotan de plena seguridad jurídica a las inversiones realizadas por las ETNs, en detrimento de los Estados receptores. Este es el concepto dominante de “seguridad jurídica”, basado en las normas de inversiones y los acuerdos de comercio bilaterales, multilaterales y regionales promovidos desde la Organización Mundial del Comercio (OMC), el Fondo Monetario Internacional (FMI) y el Banco Mundial (BM), que tienen como único fundamento la protección de los contratos y la defensa de los intereses comerciales de las grandes empresas. De esta manera, mientras se deja de lado lo que debería ser la verdadera seguridad jurídica – la que sitúa el Derecho Internacional de los Derechos Humanos por encima de la lex mercatoria – y no existen instrumentos efectivos a nivel internacional para el control de las ETNs, los laudos de los tribunales arbitrales sí que dan lugar a mecanismos coercitivos y son “sentencias” de obligado cumplimiento, ya que sus implicaciones económicas resultan muy difíciles de sostener para los países periféricos.
La Corte Permanente de Arbitraje, la corte de arbitraje de la Cámara de Comercio Internacional, el Sistema de Solución de Diferencias de la OMC, el Centro Internacional para el Arreglo de Diferencias sobre Inversiones (CIADI) del Banco Mundial… Todos estos tribunales se constituyen como una especie de sistema paralelo al poder judicial, favoreciendo a las grandes empresas al margen de los poderes judiciales nacionales e internacionales. En esta justicia privatizada, son las ETNs las que demandan a los Estados – nunca al revés – y eligen la jurisdicción, sin necesidad de agotar los recursos internos a nivel nacional; es más, pueden ser incluso una instancia de apelación a las sentencias de tribunales ordinarios y no cabe recurso al fallo arbitral.
Un ejemplo concreto es la expropiación de Repsol por el gobierno de Argentina. En 2012 se puso en marcha la arquitectura de la impunidad; la petrolera pudo alegar el contrato firmado con Argentina y ejercer acciones legales ante los tribunales nacionales; pudo interponer un recurso ante el tribunal internacional de arbitraje del CIADI en base al Acuerdo de Protección y Promoción de Inversiones entre Argentina y España; el grupo petrolero español pudo presentar junto a una firma financiera estadounidense, Texas Yale Capital, una demanda colectiva contra la República Argentina ante un juzgado de Nueva York por la expropiación; pudo interponer una demanda ante el juzgado de lo Mercantil nº 1 de Madrid por competencia desleal y, además, se benefició de toda la presión política, económica, mediática y diplomática ejercida por España y la Unión Europea. Al contrario de Repsol, los mapuches argentinos únicamente pueden defender su vida y su integridad como pueblo ante los tribunales argentinos. No pueden demandar directamente a Repsol ante ningún tribunal internacional. ¿Por qué ellos y sus aliados ecologistas europeos no pueden demandar a las empresas energéticas ante el nuevo tribunal de inversiones propuesto por la Comisión Europea, y éstas si pueden demandar a los Estados? Es una justicia al servicio de los poderosos.
4. Tribunal Internacional Del Derecho Del Mar
Este tribunal es un órgano judicial establecido en la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, firmada en 1982 en Jamaica. El Tribunal funciona de conformidad con las disposiciones de la Convención del Mar (básicamente, Parte XV y la Sección 5 de la Parte XI) y de su Estatuto, que figura en el Anexo VI de la Convención, desde 1996
. El Estatuto contiene disposiciones generales, organización del tribunal, competencia, procedimiento, diversas salas y enmiendas ; y pueden acceder al Tribunal, los Estados y otras entidades.
El Tribunal del derecho al mar podría servir de modelo al Tribunal sobre las ETN que será creado por el Tratado. Podría constituirse ulteriormente, en el marco de un annexo al Tratado, con un Estatuto propio que recoja la organización del Tribunal, composición, miembros, elección, duración del mandato, incompatibilidades, apelaciones, nacionalidad de los miembros, remuneración, procedimiento, sentencias, fuerza obligatoria de los fallos.
5. Medidas transitorias y complementarias
Los órganos de tratados de la ONU y otras instancias internacionales cuasi judiciales deberían aceptar en sus mandatos la posibilidad de recibir de forma directa quejas contra ETNs e Instituciones Internacionales Económico-Financieras, y remitirlas para su tratamiento al Tribunal Internacional sobre Empresas Transnacionales y Derechos Humanos.
Las Cortes Regionales deberían modificar sus Estatutos y adaptar los mismos al control directo de las ETNs.
Además, habría también que reformar el Estatuto de la Corte Penal Internacional para ampliar su jurisdicción de modo que se puedan juzgar las personas jurídicas (sobre todo las ETN) y incluir los crimines ecológicos, la dominación colonial y otras formas de dominación extranjera, las intervenciones extranjeras y los crimines económicos como violaciones graves y masivas de los derechos económicos y sociales. 
Habría que impulsar modificaciones en esta dirección, y transitoriamente denunciar en la Corte Penal Internacional a los dirigentes de las ETNs en base al Artículo 25, inciso 3, apartado d
. 
Los Estados deberían aprobar normas internas que regularían la responsabilidad extraterritorial por las prácticas de las ETNs, sus filiales de hecho o de derecho y sus proveedores, subcontratistas y licenciatarios, y que permitarían a las comunidades afectadas por dichas prácticas efectuar demandas en los tribunales del Estado matriz.
En el marco de la jurisdicción universal, los Estados deberían ejercitar acciones y recibir denuncias relacionadas con los delitos de genocidio, lesa humanidad y otros regulados en el Estatuto de Roma, y llevados a cabo por personas físicas y jurídicas, en sus territorios o extraterritorialmente.
��
	�http://www.un.org/depts/los/convention_agreements/texts/unclos/convemar_es.pdf


��
	�El artículo dice : “[El Tribunal] contribuye de algún otro modo en la comisión o tentativa de comisión del crimen por un grupo de personas que tengan una finalidad común. La contribución deberá ser intencional y se hará: i) Con el propósito de llevar a cabo la actividad o propósito delictivo del grupo, cuando una u otro entrañe la comisión de un crimen de la competencia de la Corte o ii) A sabiendas de que el grupo tiene la intención de cometer el crimen”. Fuente: http://www.un.org/spanish/law/icc/statute/spanish/rome_statute(s).pdf





